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León, Guanajuato, a 18 dieciocho de mayo del año 2009 dos mil nueve. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 264/2008-JN, promovido por la ciudadana Karla Idalia Acevedo Ramírez, quien se ostenta como Representante Legal de la persona moral denominada "Vitalizadora Guzmán”, Sociedad Anónima de Capital Variable; y: . . . . . . .   

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes al 3 tres de septiembre de 2008 dos mil ocho, fecha en que la parte actora se ostentó sabedora de la resolución que impugnó. . . 

TERCERO.- La existencia de la resolución impugnada, emitida el 8 ocho de agosto del 2008 dos mil ocho, dictada dentro del procedimiento con número de expediente VO/169/2007, por la que se le impone una sanción consistente en multa; se encuentra acreditada en autos con el original de dicha resolución misma que, aportada por la parte actora, obra en el Secreto de este juzgado, así como con la copia certificada proporcionada por la autoridad demandada (visible a fojas 259 doscientos cincuenta y nueve a 261 doscientos sesenta y uno), las que fueron ofrecidas y admitidas, respectivamente, como pruebas de su parte y merecen pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de documentos públicos expedidos por un servidor público en ejercicio de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

CUARTO.- La personalidad con la que comparece la ciudadana Karla Idalia  Acevedo Ramírez, en el presente proceso, se encuentra debidamente acreditada mediante la documental consistente en la copia certificada de la Escritura Pública número 25,970 veinticinco mil novecientos setenta, de fecha 17 diecisiete de marzo del 2005 dos mil cinco; otorgada ante la fe del Licenciado Jesús Ávila Femat, titular de la Notaria Pública número 9 nueve, en legal ejercicio en el Estado de Aguascalientes; que contiene el otorgamiento del poder general para actos de administración que “Vitalizadora Guzmán”, Sociedad Anónima de Capital Variable, a través de su Presidente del Consejo de Administración Contador Público José Francisco Guzmán Bosque, confiere a la ciudadana Karla Idalia Acevedo Ramírez, con todas las facultades generales y especiales que conforme a la ley requieran cláusula especial y sin limitación alguna y concretamente en la cláusula tercera, para intervenir ante autoridades judiciales, civiles, penales administrativas y del trabajo . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Copia que, certificada por el Licenciado Jesús Ávila Femat, constituye un documento público conforme lo establece el artículo 78 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por lo que merece pleno valor probatorio, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 121 del citado Código, aunado que al no haber sido objetado en cuanto a su autenticidad, es suficiente para acreditar la personalidad con la que se comparece en el presente recurso. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en el presente proceso administrativo. . . . 

De lo expuesto por la actora en sus escritos de demanda y de cumplimiento al requerimiento, así como de las constancias que integran la presente causas administrativa, se desprende que el Director General de Protección al Ambiente demandado, dentro del expediente administrativo VO/169/2007, relativo al procedimiento de inspección y vigilancia, con fechas 8 ocho de agosto del 2008, dictó resolución en la que en atención a las infracciones cometidas, se le impuso una sanción, de multa por la cantidad de $20,047.50 (Veinte mil cuarenta y siete pesos 50/100 moneda nacional), hecho que es expresamente reconocido por la autoridad municipal al contestar la demanda. . . . 

Resolución, de la que la parte actora aduce que no cumple con las formalidades referentes a los documentos emitidos por las autoridades y que existen irregularidades en la misma que afectan directamente el patrimonio de su representada, constituyendo esto el punto controvertido en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

SEXTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265 fracción VII del mismo ordenamiento, al referir en esencia, que no expone ningún agravio. . . . . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia que plantea la demandada, en razón de que la parte actora, en el punto III, de su escrito de cumplimiento al requerimiento formulado (tangible a foja 136 ciento treinta y seis), sí planteó conceptos de impugnación, los que este Juzgador deberá analizar al resolver la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso, razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . .   

SÉPTIMO.- Al no haber procedido la causal de improcedencia hecha valer por la autoridad municipal y no advertirse la actualización de alguna otra, que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede a analizar el concepto de impugnación planteado por la parte actora en su escrito de cumplimiento a requerimiento, siendo preciso destacar que no se está en posibilidad de suplir  la deficiencia de la queja, al no actualizarse en el caso concreto, ninguno de los supuestos establecidos en el artículo 301 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .    


Así las cosas, en el único concepto de impugnación hecho valer en el punto III, del escrito de fecha 2 dos de octubre del 2008 dos mil ocho, la parte actora, en lo sustancial, expone que la multa impuesta en la resolución impugnada, por la cantidad de $20,047.50 (Veinte mil cuarenta y siete pesos 50/100 moneda nacional), se basa en preceptos legales y reglamentarios que no son aplicables al caso concreto, tales como los preceptos a los que remite el artículo 140 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato (artículos 58, 59, 68, 69, 71, 75, 79 y 81 del mismo Reglamento); asimismo manifiesta que el artículo 119 de la Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato, se refiere a la contaminación por vehículos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Asimismo, respecto de los preceptos que regulan la obtención de la autorización de impacto ambiental, (artículos 96 y 101 del reglamento municipal antes anotado), señala la parte actora que la dependencia demandada se ha convertido en juez y parte; pues por un lado, le niega el otorgamiento de la autorización solicitada y por el otro, le impone una multa por no contar con tal autorización y que eso implica una doble sanción. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Concepto de impugnación que resulta insuficiente, en una primera parte; infundado, en una segunda parte; inoperante, en una tercera, e infundado en una última parte, en razón de lo siguiente: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Es insuficiente respecto a que, si bien es cierto, el artículo 119 de la Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato, dispone lo relativo al control de la contaminación de la atmósfera generada por vehículos automotores, y que en dicho dispositivo no se contiene una fracción IV, como se plantea en la resolución impugnada; cierto es también, el que la actora no precisa que consecuencia jurídica, en su perjuicio, implica el que se haya plasmado en la resolución impugnada tal precepto y fracción; ya que para quien resuelve, la manifestación vertida por la impetrante del proceso, como concepto de impugnación, resulta insuficiente, pues es demasiado lacónica, al no realizar razonamientos lógico-jurídicos concretos que indiquen la forma en que ello trasciende en el sentido de la resolución impugnada y hagan patente la ilegalidad de la misma; ello atendiendo a que doctrinalmente el profesor Manuel Lucero Espinosa, define como conceptos de impugnación, la expresión razonada que el demandante ha de realizar, para demostrar jurídicamente que la resolución impugnada resulta violatoria de las disposiciones normativas, conculcando con ello sus derechos o intereses legítimos. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, respecto de que la resolución impugnada se basa en preceptos reglamentarios que no son aplicables al caso concreto, tales como los preceptos a los que remite el artículo 140 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato (artículos 58, 59, 68, 69, 71, 75, 79, 81, 96 y 101 del mismo reglamento); este  Juzgador lo considera infundado; en razón de que el artículo 140 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, señala que la sanción que debe imponerse cuando se consideren vulnerados cualquiera de los preceptos mencionados, es la contemplada en la fracción I del artículo 139 del dicho ordenamiento municipal, sin que en la resolución impugnada se hayan considerado como vulnerados todos y cada uno de tales preceptos, pues de la lectura del inciso A) del resolutivo primero, se desprende claramente que el Director General de Protección al Ambiente, consideró como infringidos, únicamente los artículos 95 y 96 del señalado reglamento, preceptos que se refieren a la autorización que en materia ambiental requieren las instalaciones industriales para funcionar. . . . . . . . . . . . . . . 


Por otra parte, en cuanto a que de los preceptos que regulan la obtención de la autorización de impacto ambiental, (artículos 96 y 101 del reglamento de la materia), y que la dependencia demandada se ha convertido en juez y parte, al negarle el otorgamiento de la autorización solicitada e imponerle una multa por no contar con tal autorización y que eso implica una doble sanción; resulta inoperante, porque no se trata de una doble sanción, pues en la resolución impugnada se advierte que sólo se impuso una multa por carecer de autorización en materia de impacto ambiental, para el desarrollo de su actividad, sin que sea jurídicamente factible, el considerar como una sanción el hecho de que la autoridad demandada, previamente y en otro acto administrativo diverso, haya negado a la actora, dicha autorización. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por último, la actora considera que hay infracción al artículo 168 del la Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato, porque la autoridad demandada, en la resolución impugnada, no hace mención al otorgamiento de un plazo para el cumplimiento de las medidas para la corrección de las deficiencias, ni a la posibilidad de revocación de la multa. . . . . . . . . . . . . . . . 

Lo alegado por la parte actora resulta infundado, toda vez que de la lectura de la resolución impugnada, específicamente en su Considerando Noveno, último párrafo, con sustento en el artículo 168 la Ley para la Protección y Preservación del Ambiente del Estado de Guanajuato, se hace mención al término que de 10 diez días se le otorga a la actora para el cumplimiento de las medidas impuestas en el propio considerando; y, en cuanto a que no se hace mención a la posibilidad de revocación de la multa, es oportuno indicar que el artículo 168 antes referido, no impone la obligación de que, en la resolución administrativa, así se haga constar, ya que en una correcta interpretación gramatical del último párrafo, de dicho artículo, se entiende que es una facultad potestativa de la autoridad en materia ambiental, bajo ciertas condicionantes, el revocar o modificar la sanción o sanciones impuestas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

 Para concluir, se determina que el concepto de impugnación expresado es insuficiente en lo general, toda vez que la parte actora no controvierte todas las consideraciones y fundamentos torales del  fallo reclamado, cuando, por sí solos, pueden sustentar el sentido de aquél, por lo que al no haberse controvertido y, por ende, no demostrarse su ilegalidad, éstos continúan rigiendo el sentido de la resolución impugnada en el presente proceso, ello conforme a lo que se establece en la siguiente jurisprudencia: .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

"CONCEPTOS DE VIOLACION QUE OMITEN COMBATIR ALGUNAS CONSIDERACIONES EN QUE SE APOYA EL ACTO RECLAMADO. SON INSUFICIENTES. Los conceptos de violación deben estar relacionados directa e inmediatamente con los fundamentos del acto reclamado, para que de esta forma queden de manifiesto los vicios de que adolezca; por tanto si el quejoso omite hacerse cargo de algunas consideraciones en que se apoyó la autoridad responsable y no las combate, el Tribunal Colegiado no está en aptitud de examinar la constitucionalidad de éstas y por consecuencia deben subsistir." SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. Amparo directo 297/90. Roberto González Granados. 15 de agosto de 1990. Unanimidad de votos. Ponente: José Galván Rojas. Secretario: Vicente Martínez Sánchez. Nota: Esta tesis también aparece en el Apéndice al Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo VI, Materia Común, Segunda Parte, tesis 716, página 482. No. Registro: 208,986. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. 86-1, Febrero de 1995. Tesis: VI.2o. J/352. Página: 45. . . . . . . 

Así las cosas, al resultar insuficientes, infundados e inoperantes los planteamientos vertidos en el concepto de impugnación esgrimido por la parte actora en la presente causa administrativa y, no constar, en el expediente, algún elemento de convicción que desvirtúe la presunción de legalidad de la resolución impugnada, es por lo que se concluye que, con fundamento en lo dispuesto en el artículo 300 fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede reconocer totalmente la legalidad y validez de la resolución emitida por el Director General de Protección al Ambiente, con fecha 8 de agosto del año 2008 dos mil ocho, dentro del expediente administrativo número VO/169/2007, en la que se impone a la Sociedad Mercantil denominada “Vitalizadora Guzmán”, Sociedad Anónima de Capital Variable, una sanción consistente en multa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Por lo expuesto, y con fundamento además en lo dispuesto en los artículos 249, 287, 298, 299 y 300, fracción I, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se : . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :
SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . . 

TERCERO.- Se reconoce totalmente la Legalidad y Validez de la resolución dictada con fecha 8 de agosto del año 2008 dos mil ocho, dentro del expediente administrativo número VO/169/2007, por las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el Considerando Séptimo de la presente resolución. . . . .

Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

En su oportunidad archívese éste expediente como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva con ese fin. . . . . . . . 

Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . 

LA PRESENTE FOJA FORMA PARTE DE LA RESOLUCIÖN  DE FECHA 18 DIECIOCHO  DE MAYO DEL AÑO 2009 DOS MIL NUEVE, DICTADA DENTRO DEL PROCESO ADMINISTRATIVO, EXPEDIENTE NÚMERO 264/2008-JN. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
